PERDÓN O VENGANZA

La negociación con los grupos paramilitares se está enredando en los vericuetos de los fallos judiciales, en los mentideros políticos y puede llegar a colapsar. Es el producto de presiones poderosas de quienes piensan que para los paramilitares sólo vale el castigo pleno y la exigencia de reparación total y que en dicha negociación es más lo que ha perdido el estado y la sociedad. Es como si se hubiera olvidado la cuestión central de que esos grupos accedieron a una negociación por iniciativa propia y no porque estuviesen derrotados y porque aceptaron la condición de cesar la violencia para facilitar la negociación. Pero no, Colombia es tierra pródiga en leyes y leguleyos, fértil para los maromeros académicos que piensan todavía que la guerrilla es superior moralmente a las autodefensas y de ahí que para aquellas demanden la negociación y el estatus político y para estas la cárcel y la extradición. En el fondo la cuestión nos remite al problema de qué es lo que entendemos por delito político y quién concede dicho estatus. ¿Salir en defensa del estado utilizando medios no institucionales,  es o no es un delito político?  Y atacar al estado apelando a procedimientos que van más allá de lo estipulado en el Derecho Internacional Humanitario, así sea en nombre de supuestos ideales altruistas, como es el caso de la insurgencia, ¿es o no es un delito político?. Se dirá que este gobierno es el que ha negado tal carácter al conflicto y a sus protagonistas, pero, eso equivale a desconocer el pasado. Es a través de leyes dictadas por los gobiernos de Betancur, Barco, Gaviria, Samper y Pastrana que el estatus político se concede sólo en cuanto dichos grupos se avengan a una negociación con el estado y acepten el imperativo del monopolio estatal de la fuerza para recuperar la paz. 
Si aceptáramos que la guerrilla es superior moralmente a los paramilitares y que unos tienen por naturaleza o derecho propio carácter político mientras los otros no, el estado no tendría más remedio que dar un giro de 180 grados, arremeter militarmente contra las autodefensas y negociar con los insurgentes, aunque estos no muestren disposición. Otro supuesto que subyace en algunas de las posiciones más obstinadas contrarias a la negociación con las Auc es que estas son en realidad un apéndice del estado o el producto de una política de estado. De ahí que se quiera o se piense que el esquema de negociación del conflicto colombiano debe tener un doble carácter: de una parte negociación con la guerrilla con reformas incluidas, y de otra, sometimiento incondicional y castigo total para con los paramilitares y hasta con la fuerza pública, considerados como la misma entidad. No es casual que en el discurso de partidos antigobiernistas y Ong que trabajan con este esquema, se encuentren profundas identidades con respecto a la manera como se enfrentó el terrorismo de estado en el cono sur y en otros países donde fue claro y evidente que el terror fue propiciado por el estado y los gobiernos dictatoriales. Es coherente pues que impulsen el punto de vista judicial como criterio principal para actuar con los paramilitares y una perspectiva política para encarar a las guerrillas. Y es coherente también con la crítica que hacen a la acción militar a fondo que adelanta el estado contra la insurgencia, no obstante que es esta última la que se niega a acceder a una negociación y se empecina en la victoria revolucionaria. Según tal punto de vista es el estado el militarista y no la guerrilla.
Un país que se precia de su catolicismo asiste impávido y desconcertado a la dictadura de unas voces que niegan el acto supremo del perdón que es lo que en esencia se está definiendo ahora con las Auc (y con los guerrilleros desmovilizados) y que se tendrá que hacer también con las guerrillas. Perdonar para reiniciar una nueva vida no significa que todos nos abracemos o que olvidemos el dolor, pero sí abandonar el espíritu de revancha y sobre todo la errónea idea de que el perdón sólo cabría para los insurgentes. El perdón así entendido significa pues la reivindicación de lo político. La Ley de Justicia y Paz, vale recordar, tiene tres pilares: el castigo, el perdón y la reparación, con miras a forjar la reconciliación entre los colombianos. Para garantizar una aceptable aplicación de los mismos se ha conformado una Comisión Nacional integrada por sectores diversos de la sociedad y el gobierno. Sin embargo, la opinión crítica y adversa a este proceso, exalta y magnifica los desaciertos, los vacíos, los interrogantes, las imperfecciones y en cambio subvalora la disminución de las masacres, de las muertes violentas, del secuestro, de la violencia y la desmovilización de más de 30 mil paramilitares. Nos negamos a entender y a aceptar que todo este drama de horror no tendrá un happy end porque el estado se debilitó tanto que no está en capacidad de imponer todas las condiciones a unos y a otros, y mucho menos, de establecer una política diferenciada para cada uno de los grupos armados ilegales a no ser que unos y otros cesen en sus hostilidades a cambio de un amplio y generoso perdón. 

El Gobierno y las mayorías del Congreso deben retomar la iniciativa antes de que sea demasiado tarde para evitar que se cristalice el fracaso del que hasta ahora es el único proceso de paz  en marcha y el más importante que ha vivido el país en muchísimos años. Lo jurídico, en este caso, no puede prevalecer sobre lo político ni el ideal de justicia puede oponerse al deseo de la inmensa mayoría de colombianos que queremos vivir en paz y enterrar los odios.
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